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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

Sala Primera. Sentencia 85/1994. de 14 de
marzo de 1994. Recurso de amparo
565/1992. Contra Sentencias de la Audien­
cia Provincial de Santander y de la Sala Segun­
da del Tribunal Supremo. confirmatoria de la
anterior. que había condenado a los recurren­
tes como autores de un delito contra la salud
pública. Vulneración de los derechos al secre­
to de las comunicaciones y a la presuncíón
de inocencía: prueba de cargo ilícitamente
obtenida.

l. Antecedentes

1., Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 2 de marzo de 1992 y registrado en este
Tribunal el día 4 del mismo mes y año. la Procuradora
de los Tribunales doña Carmen Gómez Garcés. en nom­
bre y representación de don Joaquín Jiménez Viaña y
de doña Maria Esther Jiménez Dual. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Santander. de 28 de octubre de 1988. confirmada
en casación por la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, de 16 de enero de 1992.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

a) Con fecha de 5 de agosto de 1987. el Juzgado
de Instrucción núm. 3 de Santander dictó una provi­
dencia autorízando la intervención del teléfono de los
hoy demandantes de amparo. Fruto de dicha interven­
ción fue la posterior detención de los mismos, llevada
a cabo el 8 de noviembre de 1987.

b) Cón fecha de 28 de octubre de 1988, la Audien­
cia Provincial de Santander dictó una Sentencia en la
que condenaba a' don Joaquín Jiménez Viaña y a doña
María Esther Jiménez Dual. como autores de un delito
contra la salud pública, a las penas de seis años y un
día de prisión mayor y multa de 1.600.000 pesetas,
con arresto sustitutorio de dos meses en caso de impago.
y a las accesorias de suspensión de todo cargo público
y del derecho de sufragio durante el tiempo de la
condena.

En el recurso de amparo núm. 565/92. interpuesto
por la Procuradora doña Carmen GÓmez.Garcés. en nom­
bre y representación de don Joaquín Jiménez Viaña y
doña Maria Esther Jiménez Dual. bajo la dirección letrada
de doña Rosa Maria Lacalle García. contra la -Sentencia
de la Audiencia Provincial de Santander de 28 de octubre
de 1988. y contra la Sentencia-tle la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. de 16 de enero de 1992. Han sido
parte el Ministerio Fiscal y don Emilio Jiménez Jiménez.
representado por el Procurador de los Tribunales don
Federico Pinilla Peco y bajo la dirección letrada de don
Carlos Cuenca Perona. y Ponente el Magistrado don Fer­
nando García-Mon y González-Regueral. quien expresa
el parecer de la Sala.

8334

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LÉ CONfIERE LA CoNSTITUCIÓN
Dl' LA NACIóN ESPAÑOlA,

FALLO

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo. solicitado por doña
María Dolores Alonso Riaño.

Publfquese esta Sentencia en el "Boletln OfICial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de marzo de. mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y Gonzélez-Regue­
ral.--earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal A1lende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

o clarificación de la Sentencia o resolución firme. sino
una verdadera modificación o alteración del contenido
y sentido de su parte dispositiva (STC 352/1993). dada
la inmodificabilidad de las resoluciones judiciales firmes
que forma parte del contenido del derecho a la tutela
judicial efectiva del arto 24 C.E.. que convierte la vía
de la aclaración en un procedimiento improcedente para
la alteración del fallo judicial por el órgano que lo dictó
(SSTC 119/1988 y 380/1993).

3. A la luz de la doctrina expuesta. es evidente que
el llamado recurso de aclaración que formuló la recurren­
te. tras la notificación de la Sentencia que ahora se
impugna. resulta manifiestamente improcedente. Su exa­
men revela que. como hemos visto. no se pedía la reo­
tificación o aclaración de alguna omisión o punto oscuro
de la resolución. que es la única pretensión que puede
esgrimirse conforme al arto 267 de la LO.P.J. Por el
contrario. se interesaba que se dejara sin efecto la impo­
sición de costas contenida en la Sentencia. y que se
admitiera la posibilidad del recurso de apelación. a pesar
de indicarse en la Sentencia que no cabla recurso alguno.
Ninguna de estas dos peticiones podría articularse
mediante el procedimiento de aclaración. la petición
relativa a que se dejara sin efecto la imposición de las
costas. entraña una pretensión de modificación o alte­
ración del fallo que no puede realizarse por la vla del
arto 267 LO.P.J. como ya dijimos en la STC 119/1988;
Y. por su parte. la solicitud de que se admitiera contra
la Sentencia el recurso de apelación. a pesar de indicarse
en ella que no cabía recurso alguno. aunque no supone
una petición de revisión del contenido de la resolución.
pues en puridad. la indicación de los recursos proce­
dentes contra una resolución judicial no forma parte del
contenido decisorio de la resolución. sino una exigencia
del acto de notificación que impone el art. 248.4 L.O.P.J.•
y que constituye una mera información al interesado.
quien no está lógicamente obligado a seguirla si entiende
que existe algún recurso procedente (SSTC 155/1991.
203/1991). Por ello. la finalillad perseguida no podía
realizarse a través de la vía de la aclaración que permite
el arto 267 L.O.P.J.• sino mediante la presllntación del
oportuno escrito de interposición del recurso que se con­
siderase procedente.

4. Todo ello pone de manifiesto que en el presente
caso -corno puso de relieve el Ministerio Fiscal- el escri­
to o solicitud de aclaración resulta objetivamente impro­
cedente e inútil para el fin perseguido, con lo que no
sirve. según la doctrina expuesta -por tratarse en rea­
lidad de un recurso inexistente-. para interrumpir o alar­
gar el plazo perentorio del arto 44.2 LOTC. lo que deter­
mina la extemporaneidad de la demanda de amparo que
obliga en este momento a la desestimación del recurso.
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c) Presentado recurso de casación contra la anterior
resolución. fue confirmada en todos sus extremos por
la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo
de 16 de enero de 1992. notificada a los recurrentes
el 7 de febrero siguiente.

3. La representación de los recurrentes estima que
las Sentencias impugnadas han vulnerado sus derechos
al secreto de las comunicaciones. a la presunción de
inocencia y a un proceso con todas las garantías. res­
pectivamente reconocidos en los arts. 18.3 y 24.2 de
la Constitución.

En relación con la primera de dichas vulneraciones.
se alega en la demanda que. habiendo sido judicialmente
autorizada la intervención del teléfono de los hoy deman­
dantes de amparo con fecha de 5 de agosto de 1987.
y habiéndose solicitado la prórroga de dicha autorización
con fecha de 4 de septiembre de 1987 y nuevamente
con fecha de 4 de noviembre siguiente. sin que ninguna
de dichas solicitudes de prórroga obtuvieran respuésta
por parte del órgano judicial, ha de entenderse que las
conversaciones telefónicas mantenidas a partir del 5 de
septiembre de 1991 fueron indebidamente intervenidas
dado que no estaban cubiertas por la necesaria auto­
rización judicial, y en consecuencia. concluirse que care­
cen de todo valor probatorio. De manera que. no exis­
tiendo en el caso de autos otras pruebas distintas que
permitieran a los órganos judiciales formar su convicción
acerca de la culpabilidad de los recurrentes en relación
con el delito contra la salud pública que se les imputaba.
el fallo condenatorio alcanzado ha de considerarse con­
trario a la presunción de inocencia. Debiendo asimismo
estimarse vulnerado el derecho a uh proceso con todas
las garantías al no haberse practicado en el acto del
juicio oral prueba alguna relativa al análisis de la sus-
tancia aprehendida. .

En consecuencia. se pide a este Tribunal que anule,
las Sentencias recurridas y que. entretanto. acuerde la
suspensión de la ejecución de las mismas.

4. Por providencia de 13 de marzo de 1993. la Sec­
ción Primera acordó tener por interpuesto recurso de
amparo por don Joaquín Jiménez Viaña y doña María
Esther Jiménez Dual Y. a tenor de lo dispuesto en el
arto 50.5 de la LOTC. conceder a los solicitantes de ampa­
ro un plazo de diez días para que aportaran copias de
las Sentencias recurridas y acreditasen fehacientemente
la fecha de notificación de la dictada en sede de casación.
Por otra providencia de 6 de abril de 1993. se tuvo
por recibido el escrito de la Procuradora doña Carmen
Gómez Garcés con las copias solicitadas. y se acordó
conceder a los recurrentes un último plazo de diez días
para proceder a la acreditación requerida. advirtiéndo­
seles de que el sello del Colegio de Procuradores no
podía sustituir a la fe pública judicial. Finalmente. por
providencia de 25 de mayo de 1993. la Sección acordó
tener por recibido el escrito por el que se cumplimentaba
el anterior requisito. y conceder al Ministerio Fiscal y
a los sO,licitantes de amparo. a tenor de lo dispuesto
en el arto 50.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Cons­
titucional, un plazo de diez días para que alegaran cuanto
estimasen pertinente en relación con la posible existen­
cia del siguiente motivo de inadmisión: carecer la deman­
da de contenido que justifique una decisión por parte
de este Tribunal Constitucional, de conformidad con lo
prevenido en el arto 50.1 c) de la citada Ley Orgánica.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal con
fecha de 5 de junio de 1992. el Ministerio Fiscal con­
sideraba que el núcleo del presente recurso estaba cons­
tituido por la posible infracción del secreto de las comu­
nicaciones. al sustentarse en ella el resto de las vul-

neraciones de derechos fundamentales invocadas. Por
ello. al no constar en autos la resolución judicial por
la que se autorizó la intervención del teléfono de los
recurrentes. estimaba que resultaba imposible emitir
informe hasta tanto no examinara si la indicada reso­
lución reunía los requisitos exigidos por este Tribunal
y por el T.E.D.H. A tal fin. concluía interesando que. en
aplicación de lo dispuesto en el arto 88 de la LOTC. se
requiriera de los órganos judiciales competentes el envío
del conjunto de las actuaciones.

6. Por su parte la representación de los recurrentes.
en escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 10
de junio de 1993. insistía en la absoluta carencia de
pruebas en que asentar la condena que les había sido
impuesta. al no haberse solicitado por el Ministerio Fiscal
un informe a la Dirección Provincial del Ministerio de
Sanidad y Consumo acerca de la droga incautada. y al
(la poderse otorgar validez probatoria a la grabación de
las conversaciones telefónicas mantenidas por aquéllos.
dado su carácter de prueba ilegítimamente obtenida por
no haber sido realizada al amparo de la preceptiva auto­
rización judicial. Por otra parte. la transcripción de dichas
grabaciones no fue en ningún mOl'l'lento solicitada por
la acusación pública y sí por la defensa. no obstante
lo cual. pese a haber sido admitida dicha prueba por
la Sala. no fue reproducida en el acto del juicio oral
en condiciones que posibilitaran su contradicción.

7. Por providencia de 22 de junio de 1993. la Sec­
ción Primera acordó tener por recibidos los anteriores
escritos de alegaciones y. conforme a lo solicitado por
el Ministerio Fiscal, requerir atentamente a la Audiencia
Provincial de Santander para que. en el término de diez
días. remitiera testimonio del conjunto de las actuacio­
nes. Por otra providencia de 9 de septiembre de 1992.
se tuvieron por recibidas las actuaciones requeridas. con­
cediéndose al Ministerio Fiscal y a los solicitantes de
amparo un nuevo plazo de diez días para que alegasen
cuanto ~stimasen pertinente en relación con la posil;>le
existencia del motivo de inadmisión señalado en la pro­
videncia de 25 de mayo de 1993.

8. En su escrito de fecha 21 de septiembre de 1992.
el Ministerio Fiscal consideraba que no era manifiesta
la carencia de contenido constitucional de la demanda
y que. por consiguiente. procedía admitir a trámite el
recurso. En idéntico trámite. la representación de los
recurrentes reiteraba. en escrito de alegaciones de fecha
23 de septiembre de 1992. las ya formUladas con ante­
rioridad. añadiendo cita de la doctrina sentada por la
Sala Segunda del Tribunal Supremo en su Auto de 18
de junio de 1992. dictado en el denominado «caso lIIasei­
ro». así como en su Sentencia de 2 de junio de 1992.

9. Por providencia de 26 de octubre de 1992. la
Sección acordó tener por recibidos los precedentes escri­
tos y. a la vista de lo alegado. admitir a trámite la presente
demanda de amparo. así como. a tenor de lo dispuesto
en el arto 51 de la LOTC. requerir a la Sala Segunda
del Tribunal Supremo para que. en el plazo de diez días.
remitiera testimonio del recurso de casación núm.
5.557/88. interesando al propio tiempo de la Audiencia
Provincial de Santander el emplazamiento de cuantos
hubiesen sido parte en el procedimiento judicial. con
excepción de los solicitantes de amparo. para que. en
el plazo de diez días. pudiesen comparecer en el presente
proceso constitucional. Por otra providencia de esa mis­
ma fecha. se acordaba la formación de la pieza separada
de suspensión solicitada. concediéndose al Ministerio
Fiscal y a los solicitantes de amparo un plazo de diez
días para que formulasen a este respecto las alegaciones
,que estimasen convenientes. Evacuado dicho trámite en
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respectivOs escritos de 31 de octubre y 1 de noviembre
de 1992, la Sala Primera dictó, con fecha de 19 de
noviembre de ese mismo año,.un Auto por el que acor­
daba suspender la ejecuciÓn de la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Santander de 28 de octubre de
1988, respecto de los solicitantes de amparo, en lo rela­
tivo a las penas privativas de libertad, multa y accesorias.

10. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
28 de noviembre de 1992, el Procurador de los Tri­
bunales don Federico Pinilla Peco, en nombre y repre­
sentación de don Emilio Jiménez Jiménez, asistido del
Letrado don Carlos Cuenca manifestaba que se adheria
al presente recurso y, a tenor de lo dispuesto en el
arto 56.1 de la LOTC, solicitaba a este Tribunal que, en
aras del principio de proporcionalidad, acordara suspen­
der asimismo la ejecución de la condena impuesta a
su patrocinado de la misma manera que lo había hecho,
por Auto de 19 de noviembre de 1992, en relación con
los Sres. Jiménez Viaña y Jiménez Dual.

11. Por providencia de 14 de diciembre de 1992,
la Sección acordó tener por recibidas las actuaciones
remitidas por la Audiencia Provincial de Santander y por
el Tribunal Supremo, y por personado y parte al Pro­
curador don Federico Pinilla Seco, en nombre y repre­
sentación de don Emilio Jiménez Jiménez, a los efectos
de evacuar el traslado prevenido' en el art, 52 'de la LOTC,
advirti&ndole de que, no habiendo interpuesto a tiempo
recurso de amparo, no había lugar a tenerle por adherido
ni a la suspensión solicitada. En dicha providencia, se
acordaba asimismo dar vista de las actuaciones al Mini&­
terio Fiscal y a los Procuradores señora Gómez Garcés
y señor Pinilla Peco para que, en el plazo de veinte
días, formulasen cuantas alegacionés estimasen con­
venientes..

12. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 9 de enero de 1993 y registrado en este
Tribunal el día 11 de ese mismo mes y año, la repre­
sentación de los solicitantes de amparo se remitía su&­
tancialmente a las ya formuladas en la demanda de
amparo y en el trámite abierto de conformidad con lo
dispuesto en el arto 50.3 de Ja LOTC. Por su parte, la
representación de don Emilio Jiménez Jiménez, en escri­
to presentado en el Juzgado de Guardia. y registrado
con esas mismas fechas, . comenzaba por señalar que
este Tribunal podría haber incurrido en vulneración del
derecho a la igualdad ante la Ley, reconocido en el

. arto 14 C.E.. al suspender la ejecución de la condena
respecto de dos personas que se encontraban en la mis­
ma situación que su patrocinado, en tanto que a éste
último se le negaba idéntica' posibilidad, manteniéndo­
sele en prisión. Tras de 16 cual reprochaba a las Sen­
tencias recurridas una vulneración de los derechos a
la presunción de inocencia, a la tutela judicial efectiva
y al secreto de las comunicaciones, ofreciendo en apoyo
de dichas invocaciones una argumentación similar a la
contenida en la presente demanda de amparo.

13. El Ministerio Fiscal, por escrito de fecha 9 de
enero de 1993, se limitaba a señalar que entre las actua­
ciones remitidas a este Tribunal no se encontraba ni
el acta del juicio oral ni la respuesta dada por la Sala
a la petición de una de las defensas de que se aportara
como prueba documental certificación relativa a si la
transcripción de las cintas magnetofónicas era ono com­
pleta; razón por la que, estimando que el examen de
ambos documéntos resultaba esencial. solicitaba que se
oficiase a la Audiencia Provincial de Santander para que
remitiera testimonio íntegro del correspondiente rollo de
Sala.

14. Por providencia de 18 de enero de 1993, la
Sección acordó tener por recibidos los anteriores escritos
de alegaciones y, de conformidad con lo solicitado por
el Ministerio Fiscal. reclamar de la Audiencia Provincial
de Santander la remisión del rollo íntegro dll Sala corres­
pondiente al sumario 2/88, procedente del Juzgado de
Instrucción núm. 1 de Santander. Por otra providencia
de 8 de febrero de 1993, se tuvo por recibido el tes­
timonio del acta del juicio y la transcripción de la cinta
remitidos por la citada Audiencia Provincial, acordándose
dar vista del mismo al Ministerio Fiscal y a los Procu­
radores señora Gómez Garcés y señor Pinilla Peco para
que, en el plazo de veinte días, formulasen cuantas ale­
gaciones estimasen convenientes o ampliaran las ya
formuladas.

15. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 5 de rrillrzo de 1993 y registrado en este
Tribunal al día siguiente, la representación de los soli­
citantes de amparo completaba sus anteriores alegacio­
nes en estricta referencia al contenido del acta del juicio
oral y a las transcripciones literales de las cintas mag­
netofónicas. A tal respecto, comenzaba por señalar que,
conforme consta en la certificación emitida por la Secre­
taría de ·la Sección Primera de la Audiencia PrOvincial
de Santander, en dicho acto no Se llevó a cabo la trans­
cripción de las grabaciones telefónicas, no obstante
haber sido ésta una prueba solicitada por la defensa
y admitida por el órgano judicial. Y finalmente llegaba
a la conclusión de que, según también cabía deducir
de la mencionada certificación, las citadas conversacio­
nes en ningún momento fueron sometidas al debido con­
trol judicial. a través del examen de. las conversaciones.
grabadas en periodos razonables a fin de comprobar
la progresión de la investigación judicial. ni fueron oídas
o adveradas por el Secretario judicial las voces grabadas,
ni se procedió a contrastarlas con las de los procesados,
ni se sabe si las cintas entregadas en el Juzgado eran
las originales o una selección verificada por la Policía
sin control judicial alguno, todo lo cual supone la infrac­
ción de los requisitos exigidos por el propio Tribunal
Supremo, en su ATC 170/1992, para poder otorgar vali­
dez probatoria al resultado de una intervención tele­
fónica.

16.· En escrito presentado y registrado con la misma
fecha que el anterior, la representación de don Emilio
Jiménez Jiménez. además de completar sus alegaciones
en forma muy similar a la acabada de reseñar, solicitaba
una vez más á este Tribunal que suspendiera la ejecución
de la condena impuesta a .su patrocinado, a pesar de
no tener en el presente proceso la condición de recurren­
te sino la de coadyuvante, por estimar que el hecho
de no haber recurrido ante este Tribunal las Sentencias
de referencia no justificaba que, a diferencia de los soli­
citantes de amparo. continuara indebidamente sujeto a
prisión. En caso de no accederse a esta petición, se
solicitaba con carácter alternativo que se procediera con
carácter urgente a dictar Sentencia ya que, de otro modo.
la tardanza en ello ocasionaría al señor Jiménez Jiménez
un perjuicio irreparable que harla perder al amparo su
finalidad. Esta última petición fue reiterada en sucesivos
escritos dirigidos a este Tribunal con fechas de 20 de
abril y 9 de septiembre de 1993.

17. Por su parte el Ministerio Fiscal. en su escrito
de fecha 12 de marzo de 1993, interesaba que se dictase
Sentencia estimatoria del amparo solicitado.

A su juicio, de las actuaciones se deduce que el Juz­
gado de Instrucción núm. 3 de Santander autorizó la
intervención telefónica de referencia mediante una sim­
ple providencia ayuna de todo razonamiento legal, y sin
limitarla ni en el tiempo ni en sus· circunstancias. sin
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que conste, por otra parte, que autorizara expresamente
su prórroga a pesar de que así le fue reiteradamente
solicitado por la Policia Judicial. Se deduce, asimismo,
que la Autoridad judicial no veló por el desarrollo de
dicha intervención policial de las comunicaciones de los
solicitantes de amparo, ni recibió de la Policia las cintas
originales y completas a las que estaban incorporadas,
sino meras copias de las transcripciones; pues, por más
que el oficio de 25 'de noviembre de 1987 se indicara
que se remitían los originales al Juzgado de Instrucción
núm. 1, de hecho sólo fueron enviadas dos cassettes
y la transcripción literal de las mismas.

Ante ello, entiende el Ministerio Fiscal que no cabe
hacer valer el argumento utilizado en la Sentencia dic­
tada en sede de casación en el sentido de que, en las
fechas en que tuvo lugar la intervención telefónica en
cuestión, no había disposición legal alguna que limitara
en el tiempo esta clase de autorizaciones judiciales. Pues
la inexistencia de tal regulación legal expresa no puede
hacer olvidar la orientación que al derecho contenido
en el arto 18.3 C.E. han dado los textos internacionales
firmados y ratificados por España, ni las Sentencias pro­
nunciadas a este respecto por el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (T.E.D.H.). A este respecto subraya
especialmente, tras abundante cita de dicha jurispruden­
cia, sendas Sentencias del T.E.D.H.. de 24 de abril de
1990, recaídas en los casos Huvig y Kruslin, de cuyo
contenido se extraen los siguientes requisitos para que
las intervenciones telefónicas puedan reputarse legíti­
mas: deben estar previstas en normas claras y detalladas
en las que asimismo se concreten los mecanismos lega­
les de control judicial, así como la definición de las per­
sonas susceptibles de ser sometida~ a dichas interven­
ciones, la naturaleza de las infracciones delictivas que
pueden provocarlas, la limitación de la duración de la
medida, el establecimiento de pautas a efectos de sin­
tetizar el contenido integral de las conversaciones inter­
venidas -y su conservación también integral en orden
a su completo y continuo control judicial.

Por otra parte, recuerda el Ministerio Fiscal que en
el ATC 344/1990 se exige que la intervención de las
comunicaciones esté sometida al principio de legalidad
y, en especial, al de proporcionalidad (STC 37/1988),
el cual no sólo se refiere a la relativa gravedad de la
infracción punible para justificar la gravedad de la medi­
da (Sentencias del T.E.D.H. de 6 de septiembre de 1978
y 2 de agosto de 1984), sino también a las garantías
exigibles de autorización judicial específica y razonada
y de respeto en su realización de requisitos similares
a los existentes en otro tipo de control de las comu­
nicaciones.

A la vista de todas estas exigencias, concluye el Minis­
terio Fiscal que, en el caso de autos, se han omitido
ciertos elementos esenciales para entender que la inter­
vención telefónica autorizada se hizo en el debido res­
peto del derecho contenido en el arto 18.3 C.E. Así, en
primer lugar, la autorización para ello se otorgó por medio
de providencia y no por Auto motivado, cual era lo exi­
gible al tratarse de la suspensión temporal del ejercicio
de un derecho fundamental. sin esgrimirse razón alguna
en relación con la gravedad del delito perseguido, el
plazo temporal de la interrupción o las garantías que
deberían rodearla en orden a su permanente control judi­
cial. Por lo demás, una vez concedida dicha autorización,
el órgano judicial no manifestó el más mínimo interés
por vigilar su desarrollo, omitiendo incluso toda respues­
ta a los oficios policiales que, con más rigor que el propio
Juzgado, se habían autofijado plazos mensuales de
prórroga de la misma. Tampoco se interesó judicialmente
el control último de las grabaciones efectuadas, hasta
el punto de que el Juzgado se limitó a hacer constar

que le habían sido remitidas dos cassettes, sin cercio­
rarse de que se trataba de los originales ni de sicontenían
en su integridad las conversaciones intervenidas. Todo
lo cual constituye, en opinión del Ministerio Fiscal, una
patente vulneración por el Juzgado de Instrucción núm.
3 de Santander del derecho contenido en el arto 18.3
C.E. y, en consecuenciá, al haberse obtenido en infrae­
ción de un derecho fundamental. los resultados de dicha
intervención carecen de todo valor a efectos probatorios,
no pudiendo basarse en ellos la condena de los recurren­
tes.

Eliminado tal elemento probatorio, considera el Minis­
terio Fiscal que apenas queda nada en el proceso que
no haya sido contaminado por el origen ilícito de la inter­
vención telefónica, tal y como por lo demás se desprende
del análisis que de los hechos probados se efectúa en
el fundamento jurídico sexto de la Sentencia dictada
en sede de casación. Mas aun cuando no se aceptara
tan estrecha vinculación entre la intervención telefónica
y la prueba consistente- en la ocupación de una cierta
cantidad de droga (256 grs. de heroína) a la menor
M.J.P., del examen subsidiario de los restantes motivos
de amparo habría de deducirse la estimación del pre­
sente recurso por vulneración de los derechos a la pre­
sunción de inocencia y a un proceso con todas las garan­
tías, reconocidos ambos en el arto 24.2 C.E. Pues, según
consta en las actuaciones, efectivamente, tal y como
alegan los recurrentes, la prueba consistente en el aná~
lisis de la droga intervenida no fue objeto de contra­
dicción en el acto del juicio oral, dado que el Ministerio
Fiscal no procedió en dicho momento a la citación de
quiénes los habían practicado ni interesó la lectura de
tales informes.

18. Por providencia de 4 de noviembre de 1993
se señaló para la deliberación y votación de dicha Sen­
tencia el día 8 del mismo mes y año habiendo terminado
esta deliberación en el día de la fecha.

11. Fundamentos jurldicos

1. Cuestión central en el presente recurso de ampa­
ro es la consistente en determinar si la condena impuesta
a los recurrentes por las Sentencias impugnadas se asen·
tó en una actividad probatoria que pueda considerarse
suficiente al efecto de desvirtuar la presunción de ino­
cencia inicialmente obrante a su favor. Para lo cual se
hace preciso analizar con carácter previo si los elementos
de prueba en los que los órganos judiciales basaron su
convicción acerca de la culpabilidad de los recurrentes
en relación con el delito contra la salud pública que
se les imputaba, fueron lícitamente obtenidos como
entiende la Sentencia del Tribunal Supremo en su fun­
damento de Derecho tercero; o si, por el contrario, como
sostienen los recurrentes en la demanda de amparo,
insistiendo en lo ya alegado en su recurso de casación,
los elementos de prueba en los que se basa la Sentencia
condenatoria, por haberse conseguido vulnerando dere­
chos y libertades fundamentales han de reputarse de
nula eficacia probatoria. Criterio compartido razonada­
mente por el Ministerio Fiscal en su escrito de ale­
gaciones.

Aducen los recurrentes a este respecto, que los únicos
elementos de prueba con que contaron los órganos judi­
ciales de instancia y de casación traían su origen de
una patente violación de su derecho al secreto de las
comunicaciones telefónicas, reconocido en el arto 18.3
C.E. Invocación ésta que-, al presentarse debidamente
conectada en la demanda con el derecho a la presunción
de inocencia y a un proceso con todas las garantías,
consagrados ambos en el arto 24.2 C.E., ha de ser pre­
viamente examinada, pues de considerarse que la inter-
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vlmción practicada en el teléfono de los solicitantes de
amparo supuso efectivamente una lesión del derecho
fundamental consagrado en el art. 18.3 C.E.. habría de
concluirse que los órganos judiciales no estaban auto­
rizados a otorgar validez probatoria alguna a los resul­
tados derivados de. la misma. y que, por consiguiente.
al fundamentar la condena exclusivamente en tales resul­
tados. infringieron los derechos de los demandantes a
un proceso con todas las garantías y a la presunción
de inocencia (art. 24.2 C.E.).

2. La forma y circunstancias en que tuvo lugar la
intervención telefónica de los recurrentes. según resulta
de las actuaciones judiciales y se recoge incluso en el
fundamento tercero de la Sentencia del Tribunal Supre­
mo. se produjo así: La intervención en cuestión fue soli­
citada por oficio dirigido al titular del Juzgado de Ins­
trucción núm. 3 de Santander. con fecha de 5 de agosto
de 1987. por la Comisaría de Policía de esa misma ciu­
dad. «por existir fundadas sospechas de que desde el
mismo se producen contactos relacionados con el tráfico
de sustancias estupefacientes». Petición a la que. con
esa misma fecha. accedió el órgano judicial mediante
una simple providencia ayuna de toda motivación. Pos­
teriormente. y pese a que la providencia no determinaba
plazo. con fecha de 4 de septiembre de 1987. la Comi­
saría dirigió un nuevo oficio a ese mismo ::Juzgado al
objeto de que prorrogara la citada intervención telefónica
por PElríodo de otros treinta días. esto es. hasta el 4
de octubre de 1987. «por persistir las causas» que habían
motivado la anterior petición. sin que el órgano judicial
diera respuesta alguna a esta petición. A continuación
sigue un período de silencio sobre la intervención. com­
prendido entre el 4 de octubre -fecha en la que. caso
de haber sido concedida. habría vencido el plazo de la
prórroga solicitada- y el 4 de noviembre de 1987. día
en el que nuevamente se pide al Juzgado que prorrogue
por otros treinta días la intervención de referencia sin
que tampoco esta vez el órgano judicial contestara a
la nueva petición de prórroga. Finalmente, con fecha
17 de noviembre de 1987. la Comisaría de Policía insta
al Juzgado a que ponga fin a la intervención telefónica.
toda vez que como fruto de la misma «se ha procedido
a la detención del reseñado y de otras tres personas
a las que se ocuparon 256 gramos de heroína». a lo
que el órgano judicial accede inmediatamente por pro­
videncia de esa misma fecha. La única autorización otor­
gada por el Juzgado fue. pues. la concedida por la pro­
videncia de 5 de agosto de 1987 que. sin motivación
ni plazo. se extendió hasta el 17 de noviembre siguiente.
en cuya fecha ,y a instancia de la propia Comisaría de
Policía fue levantada la intervención telefónica.

Como complemento al anterior relato fáctico convie­
ne señalar. a efectos de trazar un cuadro completo de
la actuación judicial en relación con la intervención prac­
ticada sin interrupción en el teléfono de los recurrentes
desde el 5 de agostohasta el 17 de noviembre de 1987.
que. con fecha de 25 de noviembre de ese mismo año.
la Comisaría de Policía de Santander dirigió un oficio
al Juzgado de Instrucción núm. 3 de esa misma ciudad
por el que se le adjuntaba una copia de la transcripción
de las conversaciones que tuvieron lugar desde el telé­
fono interceptado. dándole cuenta de que el original de
dicha transcripción había sido remitido. en unión de dos
cintas cassettes en las que se contenían tales conver­
saciones. al Juzgado de Instrucción núm. 1 de Santander
en el que. a raíz de los resultados obtenidos merced
a ellas. se habían incoado diligencias contra los recurren­
tes y otras personas por supuesto delito de tráfico de
drogas. De lo que el Juzgado mencionado en primer
lugar dio acuse de recibo mediante una diligencia de
ordenación de esa misma fecha. Por su parte. según

se hizo constar a instancia de este Tribunal. con fecha
.de 26 de enero de 1993. por la Secretaria de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Santander. en el
rollo de Sala procedente del sumario 2/88 del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Santander no aparece cer­
tificación alguna que haga referencia a la transcripción
completa o incompleta de las cintas. sino únicamente
una diligencia en la que se da cuenta de la recepción
de dos cintas cassettes.

3. Un" vez concretada la forma y circunstancias en
las que tuvo lugar la intervención telefónica de referencia.
hay que determinar si a la vista de las mismas se ha
vulnerado o no el derecho al secreto de las comuni­
caciones que consagra en los siguientes términos el
arto 18.3 C.E.: «Se garantiza el secreto de las comuni­
caciones y. en especial. de las postales. telegráficas y
telefónicas. salvo resolución judicial».

Para la Sentencia impugnada. dictada por ra Sala
Segunda del Tribunal Supremo el 16 de enero de 1992.
no se ha producido dicha vulneración porque al tiempo
de solicitarse y otorgarse la autorización (providencia
de 5 de agosto de 1987) no se había modificado el
arto 579 de la L.E.Crim. (L.O. 4/1988. de 25 de mayo)
y. por tanto. no había más regulación positiva «que la
que genéricamente aparecía en dicho arto 18.3. pues
lo dispuesto. en el arto 17 de la Ley Orgánica 911984.
de 24 de diciembre. sólo era aplicable a ciertoS' delitos
cometidos·por bandas "rmedas o elementos terroristas
o rebeldes... Concluye por ello la Sal" en el fundamento
de Derecho tercero que estamos examinando. que al
no haber «disposición algúna que pusiera limite a la
vigencia en el tiempo de esta clase de autorizaciones
judiciales. y como. por otro lado. tampoco ha de esti­
marse excesivo el tiempo transcurrido desde la provi­
dencia inicial hasta el cese de esta medida procesal (algo
más de tres meses), entiende esta Sala que tal auto­
rización fue válida y ljue bajo el amparo de la misma
se produjo de modo I(clto la actuación judicial en relación
con la intervención del teléfono y la grabación de las
cintas de autos».

No puede considerarse ajustada a la Constitución la
argumentación transcrita. Se omite en ella toda refe­
rencia a la carencia de motivación de la providencia que
otorgó la autorización limitativa o excluyente. diríamos
mejor. del derecho fundamental consagrado en el
arto 18.3 C.E. Desde el primer momento este Tribunal
(STC 26/1981) ha declarado que «cuando se coarta
el libre ejercicio de los derechos reconocidos por la COns­
titución el acto es tan grave que necesita encontrar una
especial causalización y el hecho o conjunto de hechos
que lo justifican deben explicarse can el fin de que los
destinatarios cOnozcan las razones por las cuales su dere­
cho se sacrificó y los intereses a los que se sacrificó.
De este modo -añade la Sentencia-, la motivación es
na sólo una elemental cortesía. sinO un riguroso requisito
del acto de sacrificio de los derechos». Y en este mismo
sentido. para la STC 62/1982. «a juicio de este Tribunal
resulta claro que toda resoluciÓn que limite o restrinja
el ejercicio de Un derecho fundamental ha de estar moti­
vada. de forma tal que la decisiÓn determinante pueda
ser COnocida por el afectado. De otro modo. se infringe
el derecho a la tutela judiciaLefectiva de los Jueces y
Tribunales en el ejercicio de los derechos (art. 24.1 de
la Constitución). ya que se afectarí" al ejercicio del dera­
.cho a un proceso público por una resolución na fundada
en Derecho. dificultando con ello gravemente las posi­
bilidades de defensa en la vía ordinaria. en su caso. y
en último extremo por la vía del recurso de amparo».
Lo mismo se reitera en la STC 13/1985.

La doctrina expuesta. sensiblemente anterior a la
fecha de la providencia controvertida (de 5 de agosto
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de 1987), se desconoce en absoluto por la Sentencia
impugnada al convalidar dicha providencia con base
exclusivamente en la aplicación de lo genéricamente dis­
puesto en el arto 18.3 C.E. Se omite, pues, toda referencia
a la necesidad de motivación que, como hemos visto,
resultaba necesaria porque sólo a través de ella -como
se, reitera en la STC 37/1989-, se preserva el derecho
de defensa y se puede hacer el necesario juicio de pro­
porcionalidad entre el sacrificio de un derecho funda­
mental y la causa a que el mismo obedece.

Es evidente que no se atuvieron a estas exigencias
constitucionales, ni la providencia aquí impugnada que
también lo fue ante el Tribunal Supremo en el corres­
pondiente recurso de casación, ni la argumentación de
dicho Tribunal que consideró legítima la citada provi­
dencia.

A ello ha de añadirse que, como hemos visto, en
la propia argumentación de la Sentencia del Tribunal
Supremo, se cita el arto 17 de la Ley Orgánica 9/1984.
de 24 de diciembre, que, aunque inaplicable al caso
por referirse a «ciertos delitos cometidos por bandas
armadas o elementos terroristas o rebeldes», debió servir
para exigir al menos las mismas garantías de motivación
y plazo que establece dicho precepto, a la intervención
telefónica que nos ocupa. Lo contrario conduce a la con­
clusión, a la que llega la Sentencia impugnada, de otorgar
mayores garantías a quienes ofrecen; en principio, una
mayor peligrosidad que a las demás personas. Conclu­
sión que, por contraria a la lógica más elemental. ha
de ser rechazada.

Aunque con lo expuesto sería suficiente para estimar
ilícitamente obtenida la intervención telefónica de autos,
conviene recordar lo establecido en el arto 10.2 C.E.,
las normas relativas a los derechos fundamentales y a
las libertades que la Constitución reconoce deben inter­
pretarse de conformidad con la Declaración Universal
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos inter­
nacionales sobre las mismas materias ratificados por
España, entre los que se encuentra el Convenio para
la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades
Fundamentales (C.P.D.H.L.F.), cuyo arto 8 dice: «1. Toda
persona tiene derecho al respeto de su vida privada y
familiar, de su domicilio y de su correspondencia. 2. No
podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejer­
cicio de este derecho sino en tanto en cuanto esta inje­
rencia esté prevista por la ley y constituya una medida
que, en una sociedad democrática, sea necesaria para
la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar
económico del país, la defensa del orden y la prevención
del delito, la protección de la salud o de la moral. o
la protección de los derechos o las libertades de los
demás».

En desarrollo de esta disposición, el Tribunal Europeo
de Derechos Humanos ha venido exigiendo toda una
serie de requisitos para estimar conforme a Derecho la
interceptación de las comunicaciones telefónicas de un
particular. Con cita expresa de las Sentencias de dicho
Tribunal de 6 de septiembre de 1978 y 2 de agosto
de 1984 -respectivamente dictadas en los asuntos
«Klass y otros» y «Malone,)-, este Tribunal ha declarado
en el ATC 344/1990, que siendo cierto que la obser­
vación de las telecomunicaciones supone una grave inje­
rencia en la esfera de la intimidad personal constitu­
cionalmente reconocida, como tal injerencia ha de estar
sometida al principio de legalidad y, en especial. al de
proporcionalidad (STC 37/1989), el cual se refiere no
sólo a la relativa gravedad de la infracción punible para
justificar la naturaleza de la medida, sino también a las
garantías exigibles de autorización judicial específica y
razonada y de respeto en su realización de requisitos

similaAls a los existentes en otro tipo de control de comu­
nicaciones.

Pues bien, de cuanto llevamos expuesto en orden
a las garantías necesarias para la válida restricción del
derecho fundamental invocado, debe concluirse que la
intervención practicada en el teléfono de los recurrentes
durante el período de tiempo comprendido entre el 5
de agosto y el 17 de noviembre de 1987 no puede
considerarse como una injerencia legítima en su derecho
al secreto de las comunicaciones telefónicas.

4. Una vez establecido que la intervención del telé­
fono de los recurrentes durante el período de tiempo
comprendido entre el 5 de agosto y el 17 de noviembre
de 1987 vulneró su derecho al secreto de las comu­
nicaciones, reconocido en el arto 18.3 C.E., hemos de
concluir que todo elemento probatorio que pretendiera
deducirse del contenido de las conversaciones interve­
nidas no debió ser objeto de valoración probatoria, ya
cjue la imposibilidad de admitir en el proceso una prueba
obtenida violentando un derecho fundamental no sólo
deriva directamente de la nulidad de todo acto violatorio
de los derechos reconocidos en el Capítulo Segundo
del Título 1 de la Constitución, y de la necesidad de no
confirmar, reconociéndolas efectivas, las contravencio­
nes de los mismos (STC 114/1984). sino ahora también
en el plano de la legalidad en virtud de lo dispuesto
en el arto 11.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
(L.O.P.J.).

Mas para decidir si las resoluciones judiciales impug­
nadas han vulnerado además los derechos de los
recurrentes a la presunción de inocencia y a un proceso
con todas las garantías, se hace preciso examinar si,
fuera de los elementos de prueba contenidos en dichas
conversaciones telefónicas o inmediatamente derivados
de las mismas, hubo en el proceso otras pruebas válidas
de su participación en los hechos por los que han sido
condenados. Respuesta que. como veremos, ha de ser
negativa.

En el caso de autos, las escuchas telefónicas prac­
ticadas fueron un medio para saber que la niña M.J.P.
iba a trasladarse desde su domicilio al de los recurrentes
al objeto de recoger «algo», y para que la policía llegase
a la conclusión de que se trataba de droga. Así se reco'
noce, como señala acertadamente el Ministerio Fiscal
en sus alegaciones, en el fundamento jurídico 6.° de
la Sentencia dictada en sede de casación, en el que
textualmente se dice que, a raíz de la conversación man­
tenida el día 8 de noviembre de 1987. a las trece quince
horas, entre la recurrente Esther Jiménez y la hija de
la coprocesada M. L. P. B., se montó el correspondiente
servicio de vigilancia mediante el cual pudo observarse
cómo la citada menor salía de su domicilio y llegaba
al de los recurrentes, abandonándolo pocos minutos des­
pués de regreso a su casa. momento en el que fue dete­
nida cuando llevaba en su bolsillo un envoltorio de plás­
tico con una sustancia que pesó 256grs. y que, pos­
teriormente analizada. resultó ser heroína de una pureza
del 27.8 por ciento. Relato fáctico del que seguidamente
extrae la Sala Segunda la conclusión de que «deducir
de tal conjunto de hechos la realidad de que Joaquín
y María Esther eran los propietarios de la droga que
Marina llevaba encima cuando la policía la detuvo. así
como que les había sid\> entregada esa misma mañana
por personas y procedimientos desconocidos. pero por
orden y al servicio de Emilio, que fue el vendedor de
la misma... es algo conforme a las reglas de la lógica
y responde, por tanto, al mecanismo propio de la prueba
de indicios o presunciones».

Así pues, la ocupación de la droga a la menor M.
J. P. no es valorada por la Sala Segunda del Tribunal
Supremo como prueba directa de la culpabilidad de los
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recurrentes, sino como un indicio que, en unión de la
transcripción de las cintas grabadas por la policla y de
la interpretación de los términos en ellas empleados,
articula el razonamiento lógico utilizado para fundamen­
tar la condena en la existencia de una prueba indiciaria
suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia.
Sin embargo, al no poderse valorar, dada su procedencia
constitucionalmente ilícita, los indicios considerados
como tales por el órgano judicial. es evidente que dicho
razonamiento lógico queda con ello afectado, pues, por
si sola, la ·ocupación de la droga en poder de la menor
no puede estimarse prueba· suficiente para acreditar el
hecho de tráfico que se imputa a los recurrentes. Máxime
cuando, como es el caso, dicho indicio no habrla podido
obtenerse sin saber previamente que la citada menor
iba a realizar el recorrido indicado transportando «algo»
desde el domicilio de los recurrentes al suyo propio,
hecho éste del que se tuvo conocimiento a través de
la vulneración del derecho fundamental al secreto de
las comunicaciones.

Esa derivación inmediata de la prueba inconstitucio­
nalmente obtenida impide considerar a este indicio como
prueba de carácter independiente, legalmente obtenida.
En consecuencia, ha de concluirse que no ha habido
actividad probatoria que pueda reputarse suficiente a
los efectos de desvirtuar el derecho a la presunción de
inocencia inicialmente obrante a favor de los recurrentes.
Esta conclusión hace innecesariá cualquier otra consi­
deración sobre el resto de los derechos fundamentales
invocados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD au~ LE CONFI~RE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con-·
secuencia:

1.° Reconocer el derecho de los recurrentes al
secreto de las cOmunicaciones telefónicas y a la pre­
sunción de inocencia.

2.° Anular las Sentencias recurridas dictadas res­
pectivamente por la Audiencia Provincial de Santander,
cOn fecha 28 de octubre de 1988 y por la Sala Segunda
del Tribunal Supremo, con fecha 16 de enero de 1992.

pubilquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de marzo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodrlguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garcla-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 86/1994, de 14
de marzo de 1994. Recurso de amparo
847/1992. Contra Autos dictados por el Juz­
gado de lo Social núm. 20 de Madrid sobre
desistimiento del recurrente como consecuen­
cia de su incomparecencia a la vista del juicio.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge-

nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 847/92, interpuesto
por don Miguel Fernández Casteldi, representado por
la Procuradora doña Maria José Millán Valero y asistido
del Letrado don Luis Suárez Machota, contra el Auto
dictado por el Juzgado de lo Social núm. 20 de Madrid.
de 27 de febrero de 1992, confirmatorio del Auto del
mismo Juzgado, de 3 de febrero de 1992, sobre desis­
timiento. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado don Julio Diego González Cam­
pos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 1 de.
abril de 1992, doña Maria Jos.é Millán Valero, Procu­
radora de los Tribunales, en nombre y representación
de don Miguel Fernández Casteldi, interpone recurso de
amparo contra el Auto dictado por el Juzgado de lo
Social núm. 20 de Madrid, de 27 de febrero de 1992,
confirmatorio del Auto del mismo Juzgado, de 3 de febre­
ro de 1992, sobre desistimiento.

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son, en l!lntesis, los siguientes:

A) Tras el preceptivo acto de conciliación ante el
Servicio de Mediación, Arbitraje y Conciliación, el ahora
recurrente interpuso demanda de despido contra la
empresa .Compañra Europea de Comunicación e Infor­
maciones (C.E.C.I.SA). Admitida ·a trámite, el Juzgado
de lo Social núm. 20 de Madrid señaló la celebración
de los actos de conciliación y juicio, en su caso, el dla
3 de febrero de 1992 a las diez cuarenta horas.

Mediante Auto de esa misma fecha se tuvo a la parte
actora por desistida de su demanda conforme a lo dis­
puesto en el arto 83 de la Ley de Procedimiento Laboral
(L.P.L.) porque, citada en legal forma y llamada alrededor
de las once y diez Ijoras, no compareció, ni alegó causa
justa quejustificara su incomparecencia.

B) Sobre las once quince horas de ese mismo dla
el recurrente y su Letrado efectuaron una comparecencia
ante el Juzgado de lo Social. exponiendo que desde las
diez treinta horas se hallaban en el vestíbulo existente
frente a la Sala de Vistas junto a los representantes de
la empresa demandada y, a causa del ruido y vocerío
producido por el numeroso grupo de personas allf con­
currente, no oyeron el llamamiento, circunstancia que
podrlan adverar los testigos propuestos para deponer
en el acto del juicio también presentes.

C) Contra el precitado Auto se interpuso recurso
de reposición, que fue desestimado por Auto, de 27
de febrero de 1992. A juicio del Magistrado, de los datos
obrantes en autos sólo cabra inferir, además de la com­
parecencia antes reseñadí!, que citado el actor a las diez
cuarenta horas y prolongado el pleito precedente, fue
llamado en reiteradas ocasiones alrededor de las once
diez horas y se le tuvo por desistido al no haber dejado
nota o aviso al agente judicial, como es práctica; su
presencia en el hall del Juzgado desde las diez treinta
horas es una simple manifestación de parte. Hubo, pues,
falta de diligencia del actor, máxime cuando se encon-


